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Sabanalarga, trece (13) de julio de dos mil veintitrés (2023). 
 

PROCESO:   ACCIÓN DE TUTELA. 

REFERENCIA: 08-638-40-89-003-2023-00190-00. 

ACCIONANTE: EFRAIN BILBAO PEREZ    

ACCIONADO: GERENCIA GESTION CATASTRAL SABANALARGA - CATASIG S.A.S. EICE    

 
ASUNTO 

 
Se procede a dictar fallo dentro de la acción de tutela promovida por el señor EFRAIN BILBAO PEREZ, identificado 
con la cedula de ciudadanía No. 8.674.772 de Barranquilla, en contra de GERENCIA GESTION CATASTRAL 
SABANALARGA - CATASIG S.A.S. EICE, por la presunta vulneración del derecho fundamental de Petición, 
consagrado en nuestra Carta Política. 

ANTECEDENTES 
 
Se pasa a exponer los hechos presentados por la parte accionante así:  
 
Manifiesta el accionante que, la Gerencia Catastral del Municipio de Sabanalarga mediante auto de fecha 24 de marzo 
de 2023 inicio ACTUACION ADMINISTRATIVA por un término de 10 días, con fundamento en solicitud radicada bajo 
el No. 009020230127 del 27 de enero de 2023, radicada por la señora CECILIA BELIA RODRIGUEZ SALAZAR, en la 
que solicita un informe detallado de los motivos que fundaron las resoluciones RES CAT – 000155-2022 y RES CAT 
– 000156-2022.  
 
Que ante ese hecho el día 15 de abril de 2023 presentó memorial ante la Gerencia Catastral del Municipio de 
Sabanalarga en la que se expuso los argumentos correspondientes y se demostró que no existía irregularidad alguna 
en la expedición de las resoluciones RES CAT – 000155-2022 y RES CAT –000156-2022.  
 
Alude el accionante que en vista que se venció el término para resolver de fondo dentro de la ACTUACION 
ADMINISTRATIVA iniciada mediante auto de fecha 24 de marzo de 2023, el día 2 de mayo de 2023 se presentó 
petición en el que se requería a la Gerencia Catastral del Municipio de Sabanalarga para que emitiera respuesta de 
fondo.  
 
Seguidamente manifiesta que, como quiera que transcurrido el termino de ley y Gerencia Catastral del Municipio de 
Sabanalarga no dio respuesta se procedió a impetrar ACCION DE TUTELA que le correspondió al JUZGADO 
PRIMERO PROMISCUO MUNICIPAL DE SABANALARGA con radicado No. 0012100-2023, el cual fue admitida 
mediante auto de fecha 19 de mayo de 2023.  
 
Que una vez fue notificada a la oficina de Gerencia Catastral del Municipio de Sabanalarga, de la admisión de la Tutela, 
estos procedieron a emitir el fallo de fondo que se les había solicitado, el cual emitieron el día 24 de mayo de 2023 y 
le fue NOTIFICADO el día 25 de mayo de 2023 que contenía la RESOLUCION No. 638-0001. 
 
Finalmente manifiesta que, el día 8 de junio de 2023 presentó recurso de REPOSICION y en subsidio de APELACION 
contra la Resolución No. 638-0001 del 24 de mayo de 2023 y notificada el día 25 de mayo de 2023, por medio del cual 
se ordena el cierre de una actuación administrativa y se ordena la inscripción del señor ARNULFO JOSE RODRIGUEZ 
PEREZ   
 
Así mismo indica que, desde el día 8 de junio de 2023, fecha en que se presentó el recurso de apelación, hasta la 
presente fecha han trascurrido 16 días HABILES y más de 27 días CALENDARIO, sin que se hayan pronunciado de 
fondo la oficina de Gerencia Catastral del Municipio de Sabanalarga, a cerca del recurso de APELACION interpuesto.  
 

PRETENSIONES 
 
Teniendo en cuenta los hechos generadores de la presunta vulneración, la parte accionante solicitó al Despacho 
ordenar a la Gerencia Catastral del Municipio de Sabanalarga que, en un plazo de 48 horas, se pronuncie a cerca del 
recurso de REPOSICION y en subsidio de APELACION de fecha 8 de junio 2023.    
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ACTUACIÓN PROCESAL 
 
Estando dentro del término legal, mediante auto del seis (06) de julio de dos mil veintitrés (2023), se admitió la presente 
acción, y se ordenó a la accionada informar dentro del término de cuarenta y ocho (48) horas, las razones de defensa 
que le asisten frente a las pretensiones de la tutela.  
 
Notificada la accionada en debida forma manifestó que, mediante correo de fecha 08 de junio de 2023, el señor PÉREZ 
BILBAO presentó Recurso de Reposición y en subsidio Recurso de Apelación en contra de la decisión contenida en la 
RESOLUCION No 638-0001 de 24 de mayo de 2023 y notificada el 25 de mayo de la misma anualidad, que mediante 
oficio fechado 11 de julio de 23 se le respondió al peticionario.  
 
En virtud de lo anterior, la accionada solicita, se deniegue tutelar el derecho de petición invocado, toda vez que no se 
ha vulnerado el mismo, teniendo en cuenta que este despacho aún está dentro de los términos legales para resolver 
los recursos presentados. 
 
Acervo Probatorio 
 
El accionante aporta como prueba de sus hechos, los siguientes: 
 

1. Copia de la resolución 638-0001 del 24 de mayo de 2023. 
2. Copia del memorial de fecha 8 de junio de 2023 

 
La accionada aporta como prueba de sus hechos, los siguientes:  
 

1. Recurso presentado y la notificación del mismo a CATASIG EICE. 

2. Fotocopia de Decreto No. 0112 del 25 de octubre de 2022 
 

CONSIDERACIONES 
 
La Acción de Tutela es una institución jurídica que protege y defiende los derechos constitucionales fundamentales, 
que es una de las novedades que consagra la constituyente del año 1991, en el Artículo 86 de la Carta Magna, 
reglamentado por los Decretos 2591 de 1991 y 306 de 1992, al tenor dice: 
 

 “(…) Toda persona tendrá acción de tutela para reclamar ante los jueces, en todo momento y lugar, 
mediante un procedimiento preferente y sumario, por sí misma o por quien actúe a su nombre, la 
protección inmediata de sus derechos constitucionales fundamentales, cuando quiera que éstos 
resulten vulnerados o amenazados por la acción o la omisión de cualquier autoridad pública” 
Esta acción sólo procederá cuando el afectado no disponga de otro medio de defensa judicial, salvo 
que aquélla se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable.  
La existencia de dichos medios será apreciada en concreto, en cuanto a su eficacia, atendiendo las 
circunstancias en la que se encuentra el solicitante, debido a que en definitiva implica hacer un 
estudio analítico del mecanismo judicial “ordinario” previsto por el ordenamiento jurídico en cuanto 
a su idoneidad para conseguir el propósito perseguido” (…). 

 
De lo dicho se puede concluir que la acción de tutela solo procede para proteger derechos fundamentales, más no 
otros de distinto rango, cuando resulten amenazados o vulnerados por cualquier autoridad pública o por particulares 
con las características descritas en el inciso final del artículo 86 de la Constitución Nacional, siempre que el solicitante 
no cuente con otro medio de defensa judicial, a menos que busque un amparo transitorio para evitar un perjuicio 
irremediable. 
 
PROCEDENCIA DE LA ACCIÓN DE TUTELA 
 
Por conocido se tiene que la acción de tutela narrada en el artículo 86 de la Constitución Política fue concebida como 
un mecanismo ágil, residual y sumario para efectos de amparar derechos fundamentales presuntamente conculcados 
por autoridades o particulares.   
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Ahora bien, es esta misma naturaleza, la que obligó a que al momento de desarrollarse normativamente esta garantía 
constitucional y con la expedición del Decreto 2591 de 1991, se concibieran una serie de causales de improcedencia 
de la acción. Estas resultan ser: 
 

Artículo 6º. CAUSALES DE IMPROCEDENCIA DE LA TUTELA. La acción de tutela no procederá: 
1. Cuando existan otros recursos o medios de defensa judiciales, salvo que aquélla se utilice como 

mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable. La existencia de dichos medios será 
apreciada en concreto, en cuanto a su eficacia, atendiendo las circunstancias en que se encuentra el 
solicitante. 

2. Cuando para proteger el derecho se pueda invocar el recurso de habeas corpus. 
3. Cuando se pretenda proteger derechos colectivos, tales como la paz y los demás mencionados en el 

artículo 88 de la Constitución Política. Lo anterior no obsta, para que el titular solicite la tutela de sus 
derechos amenazados o violados en situaciones que comprometan intereses o derechos colectivos 
siempre que se trate de impedir un perjuicio irremediable. 

4. Cuando sea evidente que la violación del derecho originó un daño consumado, salvo cuando continúe la 
acción u omisión violatoria del derecho. 

5. Cuando se trate de actos de carácter general, impersonal y abstracto.” 
 
Teniendo en cuenta lo anterior, la presente acción de tutela, no se abre paso, por las razones que en adelante se 
expondrán. 

COMPETENCIA 
 
De conformidad con lo establecido en el artículo 37 del Decreto 2591 de 1991, este Juzgado es competente para 
conocer la presente acción de tutela. 
 
PROBLEMA JURÍDICO POR RESOLVER  
 
Conforme a lo expuesto por el accionante en el escrito tutelar, en este caso, esta Sede Judicial se adentra resolver, si 
la encartada ¿Vulneró los derechos fundamentales de petición al señor EFRAIN BILBAO PEREZ, al no resolver de 
manera congruente con la naturaleza de la solicitud, los recursos de reposición y apelación que presentó contra la 
Resolución No. 638-0001 del 24 de mayo de 2023 y notificada el día 25 de mayo de 2023? 

 
FUNDAMENTOS DE DERECHO 

 
El derecho de petición se vulnera cuando los recursos interpuestos en la vía gubernativa no se resuelven de 

acuerdo con los parámetros que esta Corporación ha señalado en relación con el alcance de este derecho. 

Reiteración de jurisprudencia 

14. El derecho de petición se encuentra consagrado en el artículo 23 de la Constitución Política, precepto que indica 

que toda persona tiene derecho a presentar peticiones respetuosas por motivos de interés general o particular y a 

obtener pronta resolución. 

Esta Corporación con relación al derecho de petición, ha establecido que no solamente comprende la prerrogativa de 

obtener una pronta resolución a la solicitud por parte de las autoridades a quienes es formulada, sino que 

correlativamente implica la obligación por parte de éstas de resolver de fondo, de manera clara y congruente lo 

solicitado. 

15. Ahora bien, con respecto al tema concerniente a sí los recursos interpuestos en la vía gubernativa y no decididos 

por la administración son o no equivalentes a una petición en los términos del artículo 23 de la Constitución Política, la 

Corte Constitucional, en reiteradas ocasiones, ha señalado que su no tramitación en los términos legales y 

jurisprudenciales establecidos, vulnera el derecho fundamental de petición. 

La citada posición fue adoptada desde el año 1994 en Sentencia T-304, M.P. Jorge Arango Mejía, por medio de la cual 

la Corte al referirse a los recursos interpuestos en la vía gubernativa y su relación con el derecho de petición, consideró 

que el uso de los recursos señalados por las normas del Código Contencioso, para controvertir directamente ante la 

administración sus decisiones, constituye el desarrollo del derecho de petición, pues, “a través de ellos, el administrado 

eleva ante la autoridad pública una petición respetuosa, que tiene como finalidad obtener la aclaración, la modificación 
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o la revocación de un determinado acto. Siendo esto así, es lógico que la consecuencia inmediata sea su pronta 

resolución”. 

Además, en la Sentencia T-316 de 2006, M.P. Clara Inés Vargas Hernández, se indicó que no existe razón lógica para 

afirmar que la interposición de recursos ante la administración no sea una de las formas de ejercitar el derecho de 

petición, pues este último aparte de habilitar la participación de los sujetos en la gestión de la administración, autoriza 

“como desarrollo de él”, la controversia de sus decisiones. 

En conclusión, se puede afirmar que los recursos interpuestos con la finalidad de controlar los actos administrativos y 

agotar la vía gubernativa, constituyen una de las formas de ejercitar el derecho de petición en la medida que este 

último permite a las personas no sólo participar en la gestión que realice la administración sino también, controvertir 

directamente ante aquella sus decisiones. 

Lo anterior se infiere porque al interponer los recursos de reposición y apelación se está presentando una petición 

respetuosa con el fin de obtener, ya sea, la aclaración, modificación o revocación de un acto administrativo, en 

consecuencia, la administración tiene el deber de resolverlos oportunamente, de manera suficiente, efectiva y 

congruente con lo solicitado, de lo contrario se vulneraría el núcleo esencial del derecho de petición. 

16. Ahora bien, en relación con los requisitos señalados, esta Corporación ha manifestado que una respuesta es 

suficiente cuando resuelve materialmente la petición y satisface los requerimientos del solicitante, sin perjuicio de que 

la respuesta sea negativa a las pretensiones del peticionario; es efectiva si la respuesta soluciona el caso que se 

plantea; y es congruente si existe coherencia entre lo respondido y lo pedido, de tal manera que la solución verse 

sobre lo pedido y no sobre un tema semejante, sin que se excluya la posibilidad de suministrar información adicional 

que se encuentre relacionada con la petición propuesta 

17. La Corte Constitucional ha establecido que el derecho de petición comprende dos facetas, una relacionada con la 

posibilidad de presentar peticiones respetuosas a la administración pública, y otra con el deber de las autoridades de 

responder de fondo y oportunamente a las mismas. Así, constituye vulneración al derecho de petición: (i) la ausencia 

de respuesta por parte de la administración dentro de los términos legales establecidos para tal fin y (ii) la que no 

atiende de fondo lo pedido, sin que ello implique resolver favorablemente las pretensiones del administrado. 

18. Por otro lado, también se ha señalado que el derecho de petición no sólo se desarrolla con la solicitud inicial 

elevada ante la administración, sino que incluye los recursos que en la vía gubernativa se interpongan. En ese sentido, 

desde sus inicios esta Corporación ha considerado que estos son una forma de ejercer dicho derecho, por cuanto “a 

través de ellos, el administrado eleva ante la autoridad pública una petición respetuosa, que tiene como finalidad 

obtener la aclaración, la modificación o la revocación de un determinado acto”. 

 
DEL DERECHO DE PETICIÓN 
 
En cuanto al derecho de petición, el artículo 23 constitucional establece que “toda persona tiene derecho a presentar 
peticiones respetuosas a las autoridades por motivos de interés general o particular y a obtener pronta resolución.” 
En desarrollo de esta norma constitucional, el Código Contencioso Administrativo contempla, en su artículo 25. De la 
norma se desprenden varias características referentes al derecho a formular consultas: a. La consulta se debe hacer 
con respecto a materias de la competencia del consultado. b. El plazo para responderlas es de 30 días. c. Las 
respuestas a éstas no son vinculantes. d. Las respuestas no comprometen la responsabilidad de la entidad que las 
atiende. En virtud del principio hermenéutico del efecto útil se debe entender que este derecho a formular consultas 
implica algo diferente a la solicitud de información - aunque en la resolución de la consulta ésta puede ser 
suministrada- y a la expedición de copias - aunque también la absolución de ésta pueda comprender el suministro de 
copias de algunos documentos. Se diferencia también de la petición en interés particular para el reconocimiento de 
un derecho en virtud de que mientras éste tiene una respuesta que sí vincula a la administración por constituir un acto 
administrativo, la consulta, como la norma lo dispone, no tiene carácter vinculante. Establecida esta diferencia se 
puede afirmar que en ejercicio del derecho de consulta se puede solicitar a la administración que exprese su opinión, 
desde el punto de vista jurídico, sobre determinado asunto de su competencia, recalcando siempre que estos 
conceptos no son vinculantes, puesto que no se configuran como actos administrativos. 
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Por su parte, la Corte Constitucional en Sentencia T 206 de 2018, contempló el de Derecho de Petición en los 
siguientes términos: 
 

EL DERECHO FUNDAMENTAL DE PETICIÓN 
  
8. De conformidad con el artículo 23 de la Constitución Política de 1991, toda persona tiene derecho a presentar 
peticiones respetuosas ante las autoridades por motivos de interés general o particular y a obtener una pronta 
resolución. Tal derecho permite hacer efectivos otros derechos de rango constitucional, por lo que ha sido 
considerado por la jurisprudencia como un derecho de tipo instrumental, en tanto que es uno de los mecanismos 
de participación más importantes para la ciudadanía, pues es el principal medio que tiene para exigir a las 
autoridades el cumplimiento de sus deberes.  
  
9. El derecho de petición, según la jurisprudencia constitucional, tiene una finalidad doble: por un lado permite 
que los interesados eleven peticiones respetuosas a las autoridades y, por otro, garantiza una respuesta 
oportuna, eficaz, de fondo y congruente con lo solicitado. Ha indicado la Corte que “(…) dentro de sus garantías 
se encuentran (i) la pronta resolución del mismo, es decir que la respuesta debe entregarse dentro del término 
legalmente establecido para ello; y (ii) la contestación debe ser clara y efectiva respecto de lo pedido, de tal 
manera que permita al peticionario conocer la situación real de lo solicitado”. En esa dirección también ha 
sostenido que a este derecho se adscriben tres posiciones: “(i) la posibilidad de formular la petición, (ii) la 
respuesta de fondo y (iii) la resolución dentro del término legal y la consecuente notificación de la respuesta al 
peticionario”.  
  
9.1. El primer elemento, busca garantizar la posibilidad efectiva y cierta que tienen las personas de presentar 
solicitudes respetuosas ante las autoridades y los particulares en los casos establecidos por la ley, sin que se 
puedan abstener de recibirlas y por lo tanto de tramitarlas. Al respecto, la sentencia C-951 de 2014 indicó que 
“los obligados a cumplir con este derecho tienen el deber de recibir toda clase de petición, puesto que esa 
posibilidad hace parte del núcleo esencial del derecho”. 
  
9.2. El segundo elemento implica que las autoridades públicas y los particulares, en los casos definidos por la 
ley, tienen el deber de resolver de fondo las peticiones interpuestas, es decir que les es exigible una respuesta 
que aborde de manera clara, precisa y congruente cada una de ellas; en otras palabras, implica resolver 
materialmente la petición. La jurisprudencia ha indicado que una respuesta de fondo deber ser: “(i) clara, esto 
es, inteligible y contentiva de argumentos de fácil comprensión; (ii) precisa, de manera que atienda directamente 
lo pedido sin reparar en información impertinente y sin incurrir en fórmulas evasivas o elusivas ; (iii) congruente, 
de suerte que abarque la materia objeto de la petición y sea conforme con lo solicitado; y (iv) consecuente con 
el trámite que se ha surtido, de manera que, si la respuesta se produce con motivo de un derecho de petición 
elevado dentro de un procedimiento del que conoce la autoridad de la cual el interesado requiere la información, 
no basta con ofrecer una respuesta como si se tratara de una petición aislada o ex novo, sino que, si resulta 
relevante, debe darse cuenta del trámite que se ha surtido y de las razones por las cuales la petición resulta o 
no procedente” . En esa dirección, este Tribunal ha sostenido “que se debe dar resolución integral de la solicitud, 
de manera que se atienda lo pedido, sin que ello signifique que la solución tenga que ser positiva”. 
 
9.3. El tercer elemento se refiere a dos supuestos. En primer lugar, (i) a la oportuna resolución de la petición que 
implica dar respuesta dentro del término legal establecido para ello. Al respecto, la Ley 1755 de 2015 en el 
artículo 14 fijó el lapso para resolver las distintas modalidades de peticiones. De dicha norma se desprende que 
el término general para resolver solicitudes respetuosas es de 15 días hábiles, contados desde la recepción de 
la solicitud. La ausencia de respuesta en dicho lapso vulnera el derecho de petición. En segundo lugar, al deber 
de notificar que implica la obligación del emisor de la respuesta de poner en conocimiento del interesado la 
resolución de fondo, con el fin que la conozca y que pueda interponer, si así lo considera, los recursos que la ley 
prevé o incluso demandar ante la jurisdicción competente. Se ha considerado que la ausencia de comunicación 
de la respuesta implica la ineficacia del derecho. En ese sentido, la sentencia C-951 de 2014 indicó que “[e]l 
ciudadano debe conocer la decisión proferida por las autoridades para ver protegido efectivamente su derecho 
de petición, porque ese conocimiento, dado el caso, es presupuesto para impugnar la respuesta correspondiente” 
y, en esa dirección, “[l]a notificación es la vía adecuada para que la persona conozca la resolución de las 
autoridades, acto que debe sujetarse a lo normado en el capítulo de notificaciones de la Ley 1437 de 2011”.  
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La Corte Constitucional, respecto al contenido u alcance del derecho de petición, se pronunció en Sentencia T-332 de 
2015, en la que expresó: 
 

4. Contenido y alcance del derecho de petición. Reiteración de jurisprudencia. 
  
La Constitución Política en su artículo 23, consagra el derecho fundamental de toda persona a presentar 
peticiones respetuosas en interés general o particular ante las autoridades y a obtener de ellas pronta resolución 
de fondo. 
La Corte Constitucional se ha referido en distintas oportunidades a la importancia de esta garantía fundamental, 
cuya efectividad, según se ha reconocido, “resulta indispensable para el logro de los fines esenciales del Estado, 
particularmente el servicio de la comunidad, la promoción de la prosperidad general, la garantía de los principios, 
derechos y deberes consagrados en la Constitución y la participación de todos en las decisiones que los afectan, 
así como para asegurar que las autoridades cumplan las funciones para las cuales han sido instituidas (artículo 
2o. Constitución Política” .  
  
A partir de esta garantía la jurisprudencia ha fijado una serie de reglas y de parámetros relacionados con el 
alcance, núcleo esencial y contenido de este derecho. Al respecto ha precisado lo siguiente: 

  
“a) El derecho de petición es fundamental y determinante para la efectividad de los mecanismos de la 
democracia participativa. Además, porque mediante él se garantizan otros derechos constitucionales, como 
los derechos a la información, a la participación política y a la libertad de expresión. 
  
b) El núcleo esencial del derecho de petición reside en la resolución pronta y oportuna de la cuestión, pues 
de nada serviría la posibilidad de dirigirse a la autoridad si ésta no resuelve o se reserva para sí el sentido 
de lo decidido. 
  
c) La respuesta debe cumplir con estos requisitos: 1. oportunidad 2. Debe resolverse de fondo, clara, precisa 
y de manera congruente con lo solicitado 3. Ser puesta en conocimiento del peticionario. Si no se cumple 
con estos requisitos se incurre en una vulneración del derecho constitucional fundamental de petición. 

  
d) Por lo anterior, la respuesta no implica aceptación de lo solicitado ni tampoco se concreta siempre en una 
respuesta escrita. 

 
De otro lado el artículo 14 de la ley 1437 de enero 18 de 2015 o Código de Procedimiento Administrativo sustituido 
por el artículo 1 de la ley 1755 de 2015 preceptúa:  
 

“Términos para resolver las distintas modalidades de peticiones: “Salvo norma legal especial y so pena de 
sanción disciplinaria, toda petición deberá responderse dentro de los quince (15) días siguientes a su 
recepción” 
Parágrafo “Cuando excepcionalmente no fuere posible resolver la petición en los plazos aquí señalados, la 
autoridad deberá informar de inmediato, y en todo caso antes del vencimiento del término señalado en la ley, 
esta circunstancia al interesado expresando los motivos de la demora y señalando a la vez el plazo razonable 
en que se resolverá o dará respuesta, el cual no puede exceder del doble del inicialmente previsto” 

 
Sin embargo, en virtud de la declaratoria de la pandemia ocasionada por el Covid-19, el Gobierno Nacional en el 
artículo 5 del Decreto Legislativo 491 del 28 de marzo de 2020, modificó tal regla, en el siguiente sentido: 
 

Artículo 5. Ampliación de términos para atender las peticiones. Para las peticiones que se encuentren en curso 
o que se radiquen durante la vigencia de la Emergencia Sanitaria, se ampliarán los términos señalados en el 
artículo 14 de la Ley 1437 de 2011, así:  
Salvo norma especial toda petición deberá resolverse dentro de los treinta (30) días siguientes a su recepción.  
Estará sometida a término especial la resolución de las siguientes peticiones:  
 
I. Las peticiones de documentos y de información deberán resolverse dentro de los veinte (20) días siguientes 

a su recepción.  
II. Las peticiones mediante las cuales se eleva una consulta a las autoridades en relación con las materias a 

su cargo deberán resolverse dentro de los treinta y cinco (35) días siguientes a su recepción. 
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III. Cuando excepcionalmente no fuere posible resolver la petición en los plazos aquí señalados, la autoridad 
debe informar esta circunstancia al interesado, antes del vencimiento del término señalado en el presente 
artículo expresando los motivos de la demora y señalando a la vez el plazo razonable en que se resolverá 
o dará respuesta, que no podrá exceder del doble del inicialmente previsto en este artículo.  

 
Parágrafo. La presente disposición no aplica a las peticiones relativas a la efectividad de otros derechos 
fundamentales. 

 
En ese orden de ideas, es claro que un particular puede concurrir ante una entidad o persona natural requiriéndole y 
es deber de ésta, bajo las aristas del artículo 14 de la pluricitada ley, el extender contestación dentro de los quince 
(15) siguientes al recibo de la petición.  
 
Ahora bien, conviene aclarar, que para garantizar el Derecho de Petición se deben surtir dos etapas:  
 

1) El proferimiento de una respuesta que resuelva de fondo y en forma clara y precisa lo planteado;  
2) La notificación efectiva de lo resuelto a la parte interesada. 

 
Sobre el punto, ha dicho la jurisprudencia reiterada de la Corte Constitucional, 
 
El derecho de petición, debe entenderlo el juez de instancia, no se satisface con la respuesta del trámite interno que 
la accionada está obligada a seguir. Casi que es un dato irrelevante para el interesado, máxime si se constituye en 
una negativa a su petición. La garantía de la que estamos hablando se satisface sólo con respuestas. Las evasivas, 
las dilaciones, las confusiones escapan al contenido del artículo 23 de la Constitución. Es que, en el marco del derecho 
de petición, sólo tiene la categoría de respuesta, aquello que decide, que concluye, que afirma una realidad, que 
satisface una inquietud, que ofrece certeza al interesado. 
 
Expuesto lo anterior, entra el Despacho a exponer el: 
 

CASO CONCRETO 
 
En el presente caso, el señor EFRAIN BILBAO PEREZ, identificado con la cedula de ciudadanía No. 8.674.772 de 
Barranquilla, interpone acción de tutela al considerar vulnerado el derecho fundamental de petición, por parte de 
GERENCIA GESTION CATASTRAL SABANALARGA - CATASIG S.A.S. EICE, al no haber emitido respuestas al 
recurso de REPOSICION y en subsidio de APELACION de fecha 8 de junio 2023.  
 
De las documentales aportadas con el escrito de tutela se tiene que ciertamente el accionante radicó un recurso de 
REPOSICION y en subsidio de APELACION de fecha 8 de junio 2023, archivo: 
(“01EscritoTutela202300190Fecha20230706.pdf"").  
 
Frente a dichas solicitudes, es palmario que la entidad encartada, a la fecha no se evidencia respuesta de fondo al 
recurso de REPOSICION y en subsidio de APELACION de fecha 8 de junio 2023. 
 
En respuesta allegada el 11 de julio de 2023, el señor Juan Rafael Roa Coronado, en calidad de Gerente de la Empresa 
Industrial y Comercial del Estado CATASIG S.A.S.-EICE, manifiesta que mediante oficio del 11 de julio de 2023. Le 
entrego respuesta al peticionario manifestando que aún se encuentran dentro de los términos legales para la resolución 
de los mismos. 
 
Así las cosas, tenemos que el recurso de REPOSICION y en subsidio de APELACION fue presentado el 8 de junio 
2023, y a la fecha de contestación de la tutela han pasado veinte (20) días hábiles, sin respuesta alguna. 
 
Mediante Sentencia T-682 de 2017, la Honorable Corte Constitucional manifestó:  
 

“14. El derecho de petición se encuentra consagrado en el artículo 23 de la Constitución Política, precepto que 
indica que toda persona tiene derecho a presentar peticiones respetuosas por motivos de interés general o 
particular y a obtener pronta resolución. 
Esta Corporación con relación al derecho de petición, ha establecido que no solamente comprende la prerrogativa 
de obtener una pronta resolución a la solicitud por parte de las autoridades a quienes es formulada, sino que 
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correlativamente implica la obligación por parte de éstas de resolver de fondo, de manera clara y congruente lo 
solicitado. 
15. Ahora bien, con respecto al tema concerniente a sí los recursos interpuestos en la vía gubernativa y no 
decididos por la administración son o no equivalentes a una petición en los términos del artículo 23 de la 
Constitución Política, la Corte Constitucional, en reiteradas ocasiones, ha señalado que su no tramitación en los 
términos legales y jurisprudenciales establecidos, vulnera el derecho fundamental de petición. 
La citada posición fue adoptada desde el año 1994 en Sentencia T-304, M.P. Jorge Arango Mejía, por medio de 
la cual la Corte al referirse a los recursos interpuestos en la vía gubernativa y su relación con el derecho de 
petición, consideró que el uso de los recursos señalados por las normas del Código Contencioso, para controvertir 
directamente ante la administración sus decisiones, constituye el desarrollo del derecho de petición, pues, “a 
través de ellos, el administrado eleva ante la autoridad pública una petición respetuosa, que tiene como finalidad 
obtener la aclaración, la modificación o la revocación de un determinado acto. Siendo esto así, es lógico que la 
consecuencia inmediata sea su pronta resolución”. 
Además, en la Sentencia T-316 de 2006, M.P. Clara Inés Vargas Hernández, se indicó que no existe razón lógica 
para afirmar que la interposición de recursos ante la administración no sea una de las formas de ejercitar el 
derecho de petición, pues este último aparte de habilitar la participación de los sujetos en la gestión de la 
administración, autoriza “como desarrollo de él”, la controversia de sus decisiones. 
En conclusión, se puede afirmar que los recursos interpuestos con la finalidad de controlar los actos 
administrativos y agotar la vía gubernativa, constituyen una de las formas de ejercitar el derecho de petición en 
la medida que este último permite a las personas no sólo participar en la gestión que realice la administración 
sino también, controvertir directamente ante aquella sus decisiones. 
Lo anterior se infiere porque al interponer los recursos de reposición y apelación se está presentando una petición 
respetuosa con el fin de obtener, ya sea, la aclaración, modificación o revocación de un acto administrativo, en 
consecuencia, la administración tiene el deber de resolverlos oportunamente, de manera suficiente, efectiva y 
congruente con lo solicitado, de lo contrario se vulneraría el núcleo esencial del derecho de petición.” 

 
En ese sentido, según la Corte los recursos interpuestos con la finalidad de controlar los actos administrativos y agotar 
la vía gubernativa constituyen una de las formas de ejercitar el derecho de petición, en la medida que este último 
permite no solo participar en la gestión que realice la Administración sino controvertir directamente ante aquella sus 
decisiones. 
 
Ello toda vez que al interponer los recursos de reposición y apelación se está presentando una petición respetuosa 
con el fin de obtener una aclaración, modificación o revocación de un acto administrativo. En consecuencia, la 
Administración tiene el deber de resolverlos oportunamente, de manera suficiente, efectiva y congruente con lo 
solicitado, de lo contrario se vulneraría el núcleo esencial del derecho de petición. 
 
Así mismo, mediante Concepto 218241 de 2021 el Departamento Administrativo de la Función Pública, manifestó lo 
siguiente: 
 

“La Ley 1437 de 2011 “Por la cual se expide el Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso 
Administrativo” consagra:  
  
“ARTÍCULO 13. Objeto y modalidades del derecho de petición ante autoridades. Toda persona tiene derecho de 
presentar peticiones respetuosas a las autoridades, en los términos señalados en este Código, por motivos de 
interés general o particular, y a obtener pronta resolución. 
  
Toda actuación que inicie cualquier persona ante las autoridades implica el ejercicio del derecho de petición 
consagrado en el Artículo 23 de la Constitución Política, sin que sea necesario invocarlo. Mediante él, entre otras 
actuaciones, se podrá solicitar el reconocimiento de un derecho o que se resuelva una situación jurídica, que se 
le preste un servicio, pedir información, consultar, examinar y requerir copias de documentos, formular consultas, 
quejas, denuncias y reclamos e interponer recursos. 
  
El ejercicio del derecho de petición es gratuito y puede realizarse sin necesidad de representación a través de 
abogado. 
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ARTÍCULO 14. Términos para resolver las distintas modalidades de peticiones. Salvo norma legal especial y so 
pena de sanción disciplinaria, toda petición deberá resolverse dentro de los quince (15) días siguientes a su 
recepción. (…)  
  
ARTÍCULO 79. TRÁMITE DE LOS RECURSOS Y PRUEBAS. Los recursos se tramitarán en el efecto suspensivo. 
  
Los recursos de reposición y de apelación deberán resolverse de plano, a no ser que al interponerlos se haya 
solicitado la práctica de pruebas, o que el funcionario que ha de decidir el recurso considere necesario decretarlas 
de oficio.  
  
Cuando con un recurso se presenten pruebas, si se trata de un trámite en el que interviene más de una parte, 
deberá darse traslado a las demás por el término de cinco (5) días. 
  
Cuando sea del caso practicar pruebas, se señalará para ello un término no mayor de treinta (30) días. Los 
términos inferiores podrán prorrogarse por una sola vez, sin que con la prórroga el término exceda de treinta (30) 
días.  
  
En el acto que decrete la práctica de pruebas se indicará el día en que vence el término probatorio. 
  
ARTÍCULO 80. DECISIÓN DE LOS RECURSOS. Vencido el período probatorio, si a ello hubiere lugar, y sin 
necesidad de acto que así lo declare, deberá proferirse la decisión motivada que resuelva el recurso.  
  
La decisión resolverá todas las peticiones que hayan sido oportunamente planteadas y las que surjan con motivo 
del recurso.” 
  
Conforme a la normativa anterior, se observa que para resolver los recursos administrativos las autoridades 
competentes tienen un plazo general y expreso de 15 días hábiles, de conformidad con los Artículos 13 y 14 
del CPACA, salvo disposición legal especial en contrario. En el evento, en que no fuere posible resolverlos en 
dicho término, por concurrir de manera excepcional las condiciones fácticas y jurídicas descritas en el parágrafo 
del Artículo 14, deberán resolverse en un plazo que no exceda los 30 días desde su oportuna interposición”. 
Negrilla fuera de Texto. 

 
Conforme a lo anterior, y como quiera que, dentro del expediente de la acción de tutela de la referencia no se evidencia 
respuesta de la accionada del recurso de REPOSICION y en subsidio de APELACION que fue presentado el 8 de junio 
2023, éste Operador Judicial tutelará el derecho fundamental de petición a favor del señor EFRAIN BILBAO PEREZ, 
identificado con la cedula de ciudadanía No. 8.674.772 de Barranquilla, quien actúa en nombre propio, ordenando al 
señor JUAN RAFAEL ROA CORONADO, en calidad de Gerente de la Empresa Industrial y Comercial del Estado 
CATASIG S.A.S.-EICE, en el término perentorio de cuarenta y ocho (48) horas siguientes, contados a partir de la 
notificación de la presente decisión, el recurso de REPOSICION y en subsidio de APELACION que fue presentado el 
8 de junio 2023. 
 
No debe perderse de vista, que la accionada deberá tener en cuenta al momento de responder dicha solicitud, que la 
misma debe ser clara, de fondo, congruente con lo solicitado, oportuna y en un tiempo razonable, la cual además debe 
ser comunicada al petente, conforme lo tiene sentado la Jurisprudencia Constitucional. 
 

DECISIÓN 
 
En mérito de lo expuesto, el JUZGADO TERCERO PROMISCUO MUNICIPAL ORALIDAD DE SABANALARGA, 
administrando Justicia en nombre de la República de Colombia y por autoridad de la ley, 
 

RESUELVE 
 
PRIMERO: TUTELAR el derecho de petición invocado por el señor EFRAIN BILBAO PEREZ, identificado con la cedula 
de ciudadanía No. 8.674.772 de Barranquilla, quien actúa en nombre propio, de conformidad con los planteamientos 
expuestos en la parte motiva del presente fallo.   
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SEGUNDO: ORDENAR al señor JUAN RAFAEL ROA CORONADO, en calidad de Gerente de la Empresa Industrial 
y Comercial del Estado CATASIG S.A.S.-EICE, en el término perentorio de cuarenta y ocho (48) horas siguientes, 
contados a partir de la notificación de la presente decisión, el recurso de REPOSICION y en subsidio de APELACION 
que fue presentado el 8 de junio 2023. 
 
No debe perderse de vista, que la accionada deberá tener en cuenta al momento de responder dicha solicitud, que la 
misma debe ser clara, de fondo congruente con lo solicitado, oportuna y en un tiempo razonable, la cual además debe 
ser comunicada al petente, conforme lo tiene sentado la jurisprudencia de la Corte Constitucional. 
 
TERCERO: NOTIFÍQUESE por el medio más eficaz, tanto a la parte accionante como accionada del resultado de la 
presente providencia. 
 
CUARTO: En firme dicha providencia, si no fuese impugnada dentro de los tres (3) días hábiles siguientes a su 
notificación de conformidad con el Art. 31 del decreto 2591 de 1991, remítase a la Honorable Corte Constitucional para 
su eventual revisión. 

 
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE  

 
ROSA A. ROSANIA RODRÍGUEZ  

JUEZ 
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